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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

· En relación a homologar la Ley estatal a la legislación federal vigente, y de esta manera contar con una ley moderna y acorde a las exigencias que demanda la mujer coahuilense. 

Planteada por la Diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás diputadas y diputados que la suscriben.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 30 de Marzo de 2015.

Turnada a las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Igualdad y No Discriminación.

Fecha del Dictamen: 

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTA LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

La que suscribe, Diputada Verónica Martínez García, en el ejercicio de las facultades que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputada Integrante de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, me permito someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El reconocimiento de los derechos de las mujeres ha sido una tendencia en la mayoría de los países del mundo.

A lo largo de la historia podemos encontrar grandes movimientos organizados por mujeres que lucharon por el respeto y reconocimiento de sus derechos desde distintos ámbitos.

En este contexto, tanto a nivel internacional como nacional se han emitido distintos instrumentos jurídicos en aras de erradicar la violencia contra la mujer, ejemplo de ello es la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW) que fue aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 1979 y ratificada por México el 23 de marzo de 1981.

De dicha Convención destacan los siguientes Artículos, los cuales brindan mayor sustento a la presente Iniciativa: 

“Artículo 1 

A los efectos de la presente Convención, la expresión "discriminación contra la mujer" denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera. 

Artículo 2 

Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer y, con tal objeto, se comprometen a: a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constituciones nacionales y en cualquier otra legislación apropiada el principio de la igualdad del hombre y de la mujer y asegurar por ley u otros medios apropiados la realización práctica de ese principio; b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con las sanciones correspondientes, que prohíban toda discriminación contra la mujer; c) Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base de igualdad con los del hombre y garantizar, por conducto de los tribunales nacionales competentes y de otras instituciones públicas, la protección efectiva de la mujer contra todo acto de discriminación; d) Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra la mujer y velar por que las autoridades e instituciones públicas actúen de conformidad con esta obligación; e) Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer practicada por cualesquiera personas, organizaciones o empresas; f) Adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la mujer; g) Derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan discriminación contra la mujer. 

Artículo 3 

Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas política, social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre.”

Asimismo, México ratificó la Convención Interamericana para prevenir,  sancionar y erradicar la violencia contra la mujer,  mejor conocida como la "Convención de Belem Do Para", en la cual se establecen -entre otras- las siguientes disposiciones:

“Artículo 1

Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada 

en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.

Artículo 2

Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica:

a. que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual;

b. que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y

c. que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, donde quiera que ocurra.

Artículo 7

Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente:

a. abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por que las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de conformidad con esta obligación;

b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer;

c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso;
d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad o perjudique su propiedad;

e. tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer;

f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos;

g. establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos y eficaces, y

h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para hacer efectiva esta Convención.”

Congruente con lo anterior, a nivel nacional, el 1 de febrero de 2007 se publicó en el Diario Oficial de la Federación, la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la cual señala entre otros aspectos, lo siguiente:
“ARTÍCULO 1. La presente ley tiene por objeto establecer la coordinación entre la Federación, las entidades federativas, el Distrito Federal y los municipios para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres, así como los principios y modalidades para garantizar su acceso a una vida libre de violencia que favorezca su desarrollo y bienestar conforme a los principios de igualdad y de no discriminación, así como para garantizar la democracia, el desarrollo integral y sustentable que fortalezca la soberanía y el régimen democrático establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Las disposiciones de esta ley son de orden público, interés social y de observancia general en la República Mexicana.

ARTÍCULO 2. La Federación, las entidades federativas, el Distrito Federal y los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias expedirán las normas legales y tomarán las medidas presupuestales y administrativas correspondientes, para garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, de conformidad con los Tratados Internacionales en Materia de Derechos Humanos de las Mujeres, ratificados por el Estado mexicano.”

Por su parte, del 11 de julio de 2008 se publicó en el Periódico Oficial del Estado la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la cual según lo dispuesto en su Artículo 1 dispone lo siguiente:

ARTÍCULO 1.- Esta ley es de orden público, interés social y de observancia obligatoria en el Estado de Coahuila y tiene por objeto la prevención, atención, asistencia, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres de cualquier edad en el ámbito público y privado. 

Para conseguir el objeto descrito, se establecerán los principios, políticas y acciones destinados a eliminar cualquier tipo de violencia contra las mujeres.  

Establecido el marco conceptual anterior, y derivado de un análisis profundo de la ley señalada en último término, es indispensable realizar una reforma de fondo a la misma, a fin de homologarla a la legislación federal vigente, y de esta manera contar con una ley local moderna y acorde a las exigencias que demanda la mujer coahuilense. 

Para la elaboración de la presente Iniciativa, servirán como importantes referentes y modelos a seguir las leyes y convenciones internacionales antes citados, así como distintos conceptos revestidos de modernidad que recientemente han sido incorporados en distintas leyes estatales, y de esta manera, haciendo uso de una técnica legislativa basada en el Derecho Comparado, lograr construir un ordenamiento legal de mayor espectro.
Por lo que, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 9.- Para los efectos de la presente ley se entenderá por:  

I.
Acciones afirmativas: Conjunto de medidas de carácter temporal encaminadas a obtener la igualdad de hecho entre mujeres y hombres, y a erradicar la violencia en contra de las mujeres; 

II.
Agresor: La persona que inflige cualquier tipo de violencia de género contra las mujeres y niñas; 

III.
Derechos humanos de las mujeres: Las prerrogativas universales que son parte inalienable, integrante e indivisible de los seres humanos y específicamente los reconocidos para las mujeres en la Convención sobre la eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Belem Do Pará); así como en los demás instrumentos internacionales de la materia, ratificados por el Estado Mexicano, 

IV. Empoderamiento de las Mujeres: Proceso por medio del cual las mujeres pasan de cualquier situación de opresión, desigualdad, discriminación, explotación o exclusión, a un estado de conciencia, autodeterminación y autonomía, el cual se manifiesta en el ejercicio pleno de sus derechos y libertades;

V.
Entidades Públicas: Los órganos, dependencias y oficinas de los Poderes del Estado, de los municipios y organismos públicos autónomos;
VI.
Estado: Estado de Coahuila de Zaragoza;
VII.
Ley: Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila;
VIII. Misoginia: Conductas de odio contra las mujeres, que se manifiestan contra ellas en actos violentos y crueles, por el sólo hecho de ser mujeres;

IX.
Modalidades de violencia: Las formas, manifestaciones o los ámbitos de ocurrencia en que se presenta la violencia contra las mujeres. Las modalidades pueden clasificarse en violencia familiar, laboral y docente, violencia en la comunidad, violencia institucional y feminicida;

X. Noviazgo: Es un acto de voluntad temporal entre dos personas que mantienen una relación sentimental por tiempo indefinido, el cual les brinda la oportunidad del conocimiento mutuo y que presuponen el propósito de tener una relación permanente o legalmente constituida.

XI.
Perspectiva de género: La forma de ver e interpretar los fenómenos sociales que  estructuran la desigualdad entre hombres y mujeres, como base para generar el desarrollo equitativo entre ambos sexos; Es una visión científica, analítica y política sobre las mujeres y los hombres; se propone eliminar las causas de la opresión de género como la desigualdad, la injusticia y la jerarquización de las personas basada en el género. Promueve la igualdad entre los géneros a través de la equidad, el adelanto y el bienestar de las mujeres; contribuye a construir una sociedad en donde las mujeres y los hombres tengan el mismo valor, la igualdad de derechos y oportunidades para acceder a los recursos económicos y a la representación política y social en los ámbitos de toma de decisiones;

XII.
Programa Estatal: El Programa estatal para prevenir, atender, asistir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres;
XIII.
Refugios: Los albergues, centros o establecimientos constituidos por entidades públicas, organismos o asociaciones civiles para la atención y protección de mujeres que han sido víctimas de violencia;
XIV.
Secretaría: Secretaría de las Mujeres;

XV.
Sistema Estatal: El Sistema Estatal de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia;

XVI.
Víctima: La mujer de cualquier edad a quien se le inflige cualquier tipo de violencia;  

CAPÍTULO II BIS

MODALIDADES DE LA VIOLENCIA

SECCIÓN PRIMERA
DE LA VIOLENCIA EN EL ÁMBITO FAMILIAR

Artículo 9 Bis.- Se entiende por violencia familiar el acto abusivo de poder u omisión intencional, dirigido a someter, controlar, humillar o agredir de manera física, verbal, psicológica, patrimonial, económica y sexual a las mujeres, dentro o fuera del domicilio familiar, cuyo agresor tenga o haya tenido relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, de matrimonio, concubinato o mantenga o haya mantenido una relación de hecho.
SECCIÓN SEGUNDA
DE LA VIOLENCIA EN EL NOVIAZGO

Artículo 9 Bis 1.- Se entiende por violencia en el noviazgo todos aquellos actos realizados por una persona en contra de otra, dentro de una relación afectiva, en la que se cometan ataques intencionales de carácter sexual, físico o, psicológico de manera forzada en la relación de romance, enamoramiento o noviazgo, con el objeto de ejercer presión manipulación o maltrato hacia alguna de las partes. 

Artículo 9 Bis 2.- Las conductas dirigidas a controlar, restringir, vigilar a cualquiera de las partes, con la intención de denigrarla, humillarla, aislarla socialmente, desvalorizarla, o hacerla sentir mal consigo misma, destruir su confianza en sí misma o en la pareja, es considerada también violencia en el noviazgo.

Artículo 9 Bis 3.- Son actos obligados, los no consentidos por alguna de las partes que forman parte del noviazgo, orientados a satisfacer necesidades o deseos sexuales, mismos que atentan contra la integridad física, psicológica y moral de una de las partes. 

Artículo 9 Bis 4.- La administración estatal y los Municipios, realizarán a través de la instrumentación de políticas públicas, las acciones necesarias tendientes a identificar, prevenir, atender y disminuir los factores que propician los fenómenos de violencia de pareja, en cualquiera de sus tipos y en consecuencia, erradicar los patrones discriminatorios, estereotipos sexistas, resolución violenta de conflictos y la misoginia.

SECCIÓN TERCERA
DE LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL

Artículo 9 Bis 5.- Se entiende por violencia institucional los actos u omisiones de las y los servidores públicos de cualquier orden de gobierno, en los términos de las disposiciones establecidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, que discriminen, obstaculicen o impidan el ejercicio y goce  de los derechos humanos de las mujeres, así como su acceso a las políticas públicas destinadas a prevenir, atender, investigar, sancionar y erradicar los diferentes tipos de violencia de género.

Será considerada también violencia institucional, aquellos casos en  los que los órganos de procuración y administración de justicia emitan resoluciones o que contengan prejuicios basados en el género, patrones estereotipados de comportamiento o prácticas sociales y culturales fundadas en conceptos de inferioridad de las mujeres o de subordinación a los hombres.

Artículo 9 Bis 6.- El Gobierno del Estado y los Municipios, tendrán la obligación de garantizar en el ejercicio de sus funciones el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia; y en el ámbito de sus respectivas competencias, realizarán las adecuaciones que les correspondan dentro de su esfera administrativa para proporcionar la especialización y actualización profesional constante que requieran las y los servidores públicos; así mismo, establecerá los mecanismos efectivos tendientes a lograr el empoderamiento de las mujeres.
Artículo 9 Bis 7.- Para cumplir con su obligación de garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, los Gobiernos Estatal y Municipales realizarán las acciones conducentes para prevenir, atender, investigar, sancionar la violencia de género a fin de que se repare el daño infligido de conformidad con lo dispuesto por las disposiciones judiciales aplicables.

SECCIÓN CUARTA
DE LA VIOLENCIA LABORAL Y DOCENTE

Artículo 9 Bis 8.- Se entiende por violencia laboral o docente aquella que se ejerce por las personas que tienen una relación laboral, docente o análogo con la víctima, independientemente de la relación jerárquica, consistente en un acto o una omisión, abuso de poder, provocando daño a la autoestima, salud, integridad, libertad y seguridad de la víctima, e impide el libre desarrollo de la personalidad atentando contra sus derechos humanos. Puede consistir en un sólo evento dañino o en una serie de eventos cuya suma produce el daño. También incluye el hostigamiento o el acoso sexual.

Artículo 9 Bis 9.- Constituye violencia laboral la negativa a contratar o a respetar su permanencia o condiciones generales de trabajo por la exigencia de pruebas sobre embarazo, imposición de requisitos sexistas en la forma de vestir, exclusión de género en ciertos cargos por la edad; igualmente lo constituye la descalificación del trabajo realizado, las amenazas, la intimidación, las humillaciones, la explotación y todo tipo de discriminación por condición de género. Prohibición para iniciar o continuar con actividades escolares o laborales.

Artículo 9 Bis 10.- Se entiende por violencia docente la conducta que dañe la autoestima de las estudiantes con actos de discriminación por su sexo, edad, condición social, condición étnica, condición académica, limitaciones y/o características físicas, que les infligen maestras o maestros; así como la estigmatización y sexismo al elegir y cursar carreras no estereotipadas; las imágenes de la mujer con contenidos sexista en los libros de texto y el hostigamiento y acoso sexual.

Artículo 9 Bis 11.- Se entiende por hostigamiento sexual el ejercicio del poder, en una relación de subordinación real de la víctima frente a la persona agresora en los ámbitos laboral y/o escolar. Se expresa en conductas verbales o no verbales, físicas o ambas, relacionadas con la sexualidad de connotación lasciva.

El acoso sexual es una forma de violencia en la que existe una subordinación de género en el ámbito laboral y/o escolar que deriva en un ejercicio abusivo de poder que conlleva a un estado de indefensión y de riesgo para la víctima, independientemente de que se realice en uno o varios eventos.

Artículo 9 Bis 12.- El Gobierno del Estado y los Municipios en la esfera de sus respectivas competencias considerarán:

I. Establecer las políticas de gobierno que garanticen el derecho de las niñas y las mujeres a una vida libre de violencia de género en sus relaciones laborales y/o de docencia;

II. Promover y difundir en la sociedad que el acoso sexual es delito; y

III. Diseñar programas que brinden los servicios educativos integrales para la víctima.

SECCIÓN QUINTA
DE LA VIOLENCIA EN LA COMUNIDAD

Artículo 9 Bis 13.- Se entiende por violencia en la comunidad los actos individuales o colectivos que conculcan los derechos de las mujeres y las niñas provocando su degradación, discriminación, marginación o exclusión en el ámbito público.

Artículo 9 Bis 14.- El Gobierno del Estado y los Municipios en el marco de sus competencias deberán garantizar a las mujeres y a las niñas la erradicación de la violencia en la comunidad.
SECCIÓN SEXTA
DE LA VIOLENCIA FEMINICIDA 
Artículo 9 Bis 15.- Se entiende por violencia feminicida la forma extrema de violencia de género contra las mujeres, producto de la violación de sus derechos humanos, en los ámbitos público y privado, conformada por el conjunto de conductas misóginas que pueden conllevar impunidad social y del Estado y puede culminar en homicidio y otras formas de muerte violenta de mujeres y de niñas.

Artículo Bis 16.- Cuando se presenten casos de violencia feminicida, el Gobierno Estatal y los Municipios dispondrán de las medidas para garantizar la seguridad de las mujeres y las niñas, el cese de la violencia en su contra y eliminar las situaciones de desigualdad en que se encuentren, para lo cual se deberá:

I. Establecer un grupo interinstitucional y multidisciplinario con perspectiva de género que dé el seguimiento respectivo;

II. Implementar las acciones preventivas, de seguridad y justicia, para enfrentar y abatir la violencia feminicida;

III. Elaborar reportes especiales sobre la zona y el comportamiento de los indicadores de la violencia contra las mujeres;

IV. Asignar los recursos presupuestales necesarios para hacer frente a la contingencia de violencia de género contra las mujeres; y

V. Hacer del conocimiento público el motivo de las acciones y medidas implementadas y la zona territorial que abarcan.

Artículo Bis 17.- En caso de que exista violencia feminicida, el Gobierno del Estado deberá establecer las acciones siguientes:

I. El derecho a la justicia pronta, expedita e imparcial, por el que se investiguen las violaciones a los derechos de las mujeres y se sancione a las personas responsables;

II. La rehabilitación de las víctimas a través de la prestación de servicios jurídicos, médicos y psicológicos especializados y gratuitos, tendientes a su recuperación;

III. Llevar a cabo las medidas tendientes a una reparación orientada a resarcir los daños físicos y psicológicos de las víctimas de violencia.
ARTÍCULO 18.- El Sistema Estatal se conformará por los integrantes del Consejo Directivo de la Secretaría de las Mujeres, sin perjuicio de que, cuando se trate de asuntos de su competencia pueda convocarse a: 

I.
a IV.
…. 
ARTÍCULO 19.- La Secretaría Técnica del Sistema Estatal, estará a cargo de la titular de la Secretaria de las Mujeres y elaborará el proyecto de reglamento para el funcionamiento del mismo y lo presentará a sus integrantes para su consideración y, en su caso, aprobación.  

ARTÍCULO 27.- La Procuraduría General de Justicia del Estado, además de las atribuciones previstas en los ordenamientos descritos en el artículo 2 de esta ley, deberá coordinarse con las entidades correspondientes para informar sobre el número víctimas atendidas y formar una base de datos. 

ARTÍCULO 31.- La Secretaría de las Mujeres, en coordinación con las entidades correspondientes y de acuerdo a lo establecido en el Programa Estatal, establecerá módulos de atención a víctimas en las distintas regiones del Estado, así como dentro de las Entidades Públicas que, por algún motivo tengan intervención en los casos que se presenten por violencia contra las mujeres.  

….
ARTICULO 34.- La Secretaría de las Mujeres será la entidad responsable de operar los módulos de atención y elaborará el manual operativo de los mismos, el cual deberá someterlo a la consideración y aprobación del Sistema Estatal. 

ARTÍCULO 35.- La Secretaría de las Mujeres será la entidad responsable de brindar atención vía telefónica a las víctimas de violencia con perspectiva de género. Además se encargará de elaborar el manual operativo de este tipo de atención, el cual deberá ser sometido a la consideración y aprobación del Sistema Estatal. 

….
ARTÍCULO 36.- … 

…
I.
… 

II.
 a VII.
….
VIII.
Las demás que determine la Secretaría de las Mujeres, esta ley y demás disposiciones legales aplicables.  

….
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 27 de marzo de 2015
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